Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos a considerar el segundo punto del Orden del Día, que refiere al seguro 
de responsabilidad civil, y sobre el que también habíamos acordado llegar a una decisión en el día de hoy. 


SEÑOR BRECCIA.- Justamente, me iba a referir a una circunstancia que acaba de mencionar el señor 
Senador Moreira -quizás no haya sido recogida por la versión taquigráfica en esta sesión- en el sentido de 
que no se encuentra presente el señor Senador Abreu, que era quien había formulado algunas 
observaciones con relación al proyecto de ley. Debo manifestar que tomé todas las observaciones que 
formuló el señor Senador Abreu, independientemente de haberlas discutido con él en su momento, por 
provenir de quien provienen, y con la seriedad que se merecen. Asimismo, he hecho un estudio de Derecho 
comparado en la materia de seguro de responsabilidad civil obligatorio, fundamentalmente de todo lo que 
recogen las legislaciones latinoamericanas y, por razones que sería largo explicar, entiendo que 
deberíamos votar el proyecto de ley con la redacción de algunos artículos que aporté en su momento. 


Sin perjuicio de ello, manifiesto desde ya que en la instancia de votar el proyecto de ley en el 
Plenario, a partir justamente de los estudios de Derecho comparado, quizás pueda aportar una solución 
para algunos de los problemas planteados por el señor Senador Abreu que, además, habían sido inquietud 
de la Comisión. Me refiero, por un lado, al control estricto del cumplimiento de la obligación de asegurar - 
que, de alguna manera, está en el meollo de este mecanismo para hacerlo operativo o no- y, por otro, a la 
indemnización en el caso de accidentes pluripersonales. Adelanto que esa no es la solución más recogida 
en la legislación comparada porque, además, es de muy difícil operativa. De todas formas, seguiremos 
estudiando el proyecto de ley a los efectos de afinarlo antes de que se vote en el Plenario. 


Solicito que se voten los artículos con la redacción que aporté a los efectos de dejar concluido el 
trámite en Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habíamos votado los artículos 2%, 3%, 4%, 5% 69 79, 92 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 
18, 20, 21, 24, 25, 26, 27, 28 y 29. Por lo tanto, quedarían sin votar los artículos 1%, 8% 16, 19, 22 y 23. 
Asimismo, hay un sustitutivo para los artículos 3% y 25 ya votados. 


Por lo tanto, ponemos a consideración el artículo 1% que aún no fue votado en el texto del 
proyecto de ley original aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR BRECCIA.- Lo único que había agregado es una modificación sugerida por la Asociación 
Uruguaya de Empresas Aseguradoras en cuanto a que al final del inciso primero se agregue “y acoplados 
remolcados” y en el inciso segundo se establezca “Prohíbese la circulación de vehículos automotores y 
acoplados remolcados que carezcan de la cobertura del seguro referido”. Como está circulando un 
proyecto comparativo, aclaro que no recogeríamos la modificación, también sugerida por la Asociación 
Uruguaya de Empresas Aseguradoras -que está destacada con negrita en el comparativo- en el sentido de 
agregar “dentro de los límites del artículo 8”, porque entendemos que es innecesaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces no se incluiría la frase “dentro de los límites del artículo 8”. 
Léase el artículo 1% con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Créase un seguro obligatorio que cubra los daños que sufran terceras personas 
como consecuencia de accidente causado por vehículos automotores y acoplados remolcados. 


Prohíbese la circulación de vehículos automotores y acoplados remolcados que carezcan de la 
cobertura del seguro referido.” 


SEÑOR SANGUINETTI.- Me parece que, para no repetir, quedaría mejor decir: “Prohíbese la circulación de 
dichos vehículos cuando carezcan de la cobertura del seguro referido”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo. Entonces, eliminamos del segundo inciso la frase “vehículos 
automotores y acoplados remolcados” porque nos estamos refiriendo al inciso anterior. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con las modificaciones introducidas. 
(Se vota:) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El artículo 2* ya estaba votado, al igual que el 3%, pero de este último el señor Senador Breccia 
tiene un sustitutivo. 


SEÑOR BRECCIA.- Efectivamente. En el artículo 32 se había aconsejado la supresión de los literales D) y 
E), por las siguientes razones. 


Con respecto al literal D), porque resulta innecesario, dado que según el tenor del inciso segundo 
del artículo 1%, para circular en cualquier circunstancia -por ejemplo, un rally de autos históricos o de 
colección, que son a los que se refiere este literal- estos automotores deberán contar con el seguro 
obligatorio porque, de lo contrario, se les prohíbe circular. Y la redacción de este literal puede inducir a 
confusiones en cuanto a que puede interpretarse que si dichos vehículos no son utilizados habitualmente 
en la circulación vial, no deben contar con seguro obligatorio, cuando, en realidad, la intención es que si 
esos vehículos salen a correr un rally deben contar con el seguro de responsabilidad obligatorio porque, de 
lo contrario, de ninguna manera podrían correr. 


Me parece que eso puede inducir a confusión; cuando se trata de vehículos automotores que 
circulan por las rutas nacionales o por las vías de tránsito deben tener el seguro. 


SEÑOR MICHELINI.- Podrían tener un seguro más barato. 
SEÑOR BRECCIA.- Exactamente, o un seguro especial. 


En lo que tiene que ver con el literal E), la observación es la misma que en el caso anterior: 
resulta innecesario y puede inducir a confusión cuando dice: “En general, todo vehículo no utilizado para la 
circulación vial”. Si no es utilizado en esta circulación vial, mo requiere seguro de responsabilidad civil 
obligatorio, pero si se lo utiliza, sí lo requiere. 


Por todo esto sugería la supresión de ambos literales por cuanto, como dije, pueden generar 
confusión. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una pregunta con respecto al literal B) de este artículo. Cuando ahí 
nombramos a “Los automotores utilizados exclusivamente en el interior de establecimientos industriales, 
comerciales, agropecuarios”, estamos partiendo de la base de que esos vehículos o esas máquinas 
acopladas que van por las rutas, de campo en campo, deben tener el seguro correspondiente, ¿no es así? 


SEÑOR BRECCIA.- Efectivamente. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Eso sería exclusivamente en el interior. 


En lo que me es personal, tengo una duda. Aquí se dice que se excluye todo vehículo no utilizado 
para la circulación vial y en el artículo 1% -que, en realidad, es el que define la situación- se habla de 
vehículos automotores, pero no se hace referencia a la circulación vial. Es decir que el artículo 1% crea un 
seguro para todos los vehículos automotores. Luego, en el artículo 3% se hace una exclusión, y en el literal 
E) se expresa: “En general, todo vehículo no utilizado para la circulación vial”. Me parece que esto no es 
gratuito ni sería ocioso. Creo que está claro lo relativo al rally y, al mismo tiempo, entiendo que está bien 
esta expresión genérica, porque en el otro caso no se habla de vehículos automotores dedicados a la 
circulación vial. Lo que se quiere es excluir un artefacto que, de pronto, hoy no nos estamos imaginando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Un carrito que circula en un campo de golf. 
SEÑOR SANGUINETTI.- Por ejemplo. 


SEÑOR MICHELINI.- Esos vehículos estarían comprendidos en el literal B) aunque, en ese caso, el 
público tiene acceso. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En realidad, lo que se quiere excluir es el vehículo que no tiene nada que ver 
con la circulación vial. 


SEÑOR BRECCIA.- Con la expresión “En general, todo vehículo no utilizado para la circulación vial”, se 
puede inducir a pensar que si un vehículo no resulta habitualmente utilizado para la circulación vial, el día 
que sale a circular no requiere seguro. Pero, en realidad, en el inciso segundo del artículo 1% está 
establecida la norma madre, que creo que no debe tener ninguna excepción. 


Allí se dice: “Prohíbese la circulación de dichos vehículos cuando carezcan de la cobertura del 
seguro referido”. Alguien puede decir que no tenía necesidad de contratar el seguro porque ese vehículo no 
era utilizado para la circulación vial; sin embargo, fue utilizado. En ese sentido, pienso que podría inducir a 
confusión. De todas maneras, considero que incluir esto no es dramático. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Sobre todo porque no decimos “prohíbese la circulación vial”. Si habláramos de 
la circulación vial, sería otra cosa. 


SEÑOR BRECCIA.- Está bien; entonces, podemos dejar el literal E). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde votar si se reconsidera el artículo 3%, que ya se había votado. 
(Se vota: ) 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración nuevamente el artículo 3*, 
La única modificación que le introduciríamos al artículo 3* sería la eliminación del literal D). 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3* sin el literal D). 
(Se vota: ) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el artículo 8%, que no había sido votado y al que se le hicieron algunas 
sustituciones. 


SEÑOR BRECCIA.- Aquí se trató de atender las observaciones realizadas por la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras en cuanto al límite de la cobertura máxima del seguro obligatorio. 


Realizadas las consultas ante las distintas entidades y el Banco de Seguros del Estado, 
estimamos conveniente redactar la siguiente fórmula que, dicho con justicia, nos había sido sugerida por 
distintos actores en el tema. Se propone ir aumentando progresivamente la cobertura a los efectos de que 
en la primera etapa, donde de pronto el control no puede ser tan perfecto, no se esté arriesgando una 
cobertura demasiado importante. Entonces, la cobertura varía durante los tres primeros años de vigencia 
de esta ley. Para el primer año se establece la cifra de 150.000 Unidades Indexadas; se aumenta el límite 
máximo a 200.000 Unidades Indexadas durante el segundo año, y se llega a 250.000 Unidades Indexadas 
en el tercer año. Esa es la razón de la modificación. 


SEÑOR SANGUINETTI.- ¿Cuál es el Decreto N* 210/002 del Poder Ejecutivo? 

SEÑOR BRECCIA.- Es el que establece la Unidad Indexada. 

SEÑOR MOREIRA.- ¿Y cuál es su valor? 

SEÑOR BRECCIA.- El valor es de $ 1,50. 

SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que no queda bien la referencia al Decreto del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que no corresponde lo que está entre paréntesis. No creo que se 
deba decir cuánto es, ni hacer referencia al decreto porque la Unidad Indexada, cuando se dictó este 
decreto, tenía determinado valor, pero en otro momento podrá tener uno distinto. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Me parece -insisto- que lo que habría que quitar es la referencia al Decreto. 
(Dialogados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a dar lectura a la propuesta de modificación. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- (Límites del seguro). El seguro obligatorio tendrá una cobertura máxima de 150.000 
Ul (ciento cincuenta mil unidades indexadas) por vehículo asegurado y por accidente, durante el primer año 
de la vigencia de la presente ley. Dicho límite máximo se aumentará a 200.000 Ul (doscientas mil unidades 
indexadas) durante el segundo año de vigencia de esta ley, y a 250.000 Ul (doscientas cincuenta mil 
unidades indexadas) a partir del tercer año de la vigencia de la presente ley. 


Las lesiones se indemnizarán según porcentajes determinados sobre el total asegurado. 


La incapacidad total y permanente de acuerdo al dictamen médico, puede alcanzar el 100% (cien 
por ciento) del capital asegurado, equivalente al caso de muerte. 


Si de un mismo accidente resultan varios damnificados, la indemnización correspondiente a cada 
uno de ellos se ajustará proporcionalmente al monto asegurado sin que pueda exceder el límite de éste. 


Facúltase al Banco Central del Uruguay a revisar anualmente el límite máximo del seguro, a fin 
de mantener el valor real de la cobertura, cuando lo considere justificado”. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quiero preguntar al señor Senador Breccia qué elementos cuantitativos tuvo en 
cuenta, más allá de su loable afán transaccional de buscar un criterio de razonabilidad entre las dos 
propuestas. Este es un tema de números, y al respecto recuerdo alguna de las sesiones a la que 
asistieron los aseguradores y las dudas que ellos planteaban en cuanto a los pocos elementos numéricos 
que había. No estoy controvirtiendo el criterio, pero lo que quiero dejar sentado es que no me siento muy 
seguro y, honestamente, no sé a dónde nos lleva establecer esa progresión bastante rápida de tres años. 


SEÑOR BRECCIA.- Fundamentalmente, esta progresividad tiende a ir ajustando los mecanismos de este 
seguro que, obviamente, es un producto -como se le llama en la jerga de los seguros- novedoso. 


Con toda franqueza, debo decir que las franjas que hemos establecido provienen de los estudios 
que acercó la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras sobre los que, en su momento, se hicieron 
consultas con el Banco de Seguros del Estado para ver si estaba de acuerdo con esa progresividad. Por 
tanto, recabamos el consentimiento de la totalidad de los actores involucrados en el tema por el lado de las 
compañías aseguradoras. Reitero que lo que se estableció acá obedece a las sugerencias de todos los 
que comparecieron ante la Comisión. Además, tampoco entendemos que sea demasiado brusco el 
aumento, ya que estamos estableciendo del segundo al primer año un aumento del 30% y un poco menos 
en el tercer año con respecto al segundo. De esta manera creemos que también podemos -con esa 
finalidad conciliatoria que el Senador Sanguinetti me atribuye y que, además, es cierta- ¡ir instrumentando 
este seguro lo más perfectamente posible durante ese período. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero recordar que las empresas aseguradoras planteaban un tope 
más bajo, ya que tenían miedo de que la fiscalización no fuera la correcta. Entonces, esto funciona si se 
cobra a todos, pero si luego la vida demuestra que no es así, se cubre al instrumentar una cobertura 
máxima más baja. Lo que hace el Senador Breccia es pasar de esa cobertura que ellos plantean para el 
primer año -en el que seguramente no se le cobre a todo el mundo- a otra -como plantea el proyecto- en 
tres años, cuando se supone que todo el mundo va a estar preocupado de que todos paguen. 
Independientemente de que a las empresas aseguradoras siempre les va a generar inseguridad esta 
novedad, el artículo es mejor que el que venía del Poder Ejecutivo. Se hace un aterrizaje más suave para 
un seguro que, como todas las cosas, al comenzar va a tener inconvenientes. 


En segundo término, en la medida que estamos hablando de Unidades Indexadas que se van 
ajustando año a año, pienso que eliminamos el inciso final o hacemos un poco más complicado el ajuste. 
Por ejemplo, podemos establecer que intervenga el Poder Ejecutivo -y ahí ya intervienen el Presidente de 
la República y los Ministros correspondientes- previo informe afirmativo del Banco Central. Teniendo en 
cuenta que se trata de Unidades Indexadas, esto va a estar ajustándose permanentemente, año a año. 
Además, hay que tener en cuenta que estamos hablando de primas, que son elementos matemáticos de 
cuidado. Si nosotros vamos a implementar una especie de ajuste anual, pensamos que no debería hacerse 
mediante una resolución administrativa del Banco Central, sino por intermedio de una resolución del Poder 
Ejecutivo, en la que actúa el Presidente con los Ministros correspondientes, previo informe positivo del 
Banco Central. O sea, la Unidad Indexada genera un desvío -por las razones que puedan existir- de tal 
magnitud, a pesar de que se indexa, que el Banco Central eleva un informe al Poder Ejecutivo y el 
Presidente, con los Ministerios correspondientes, toma una decisión algo más pensada que lo que sería 
una decisión administrativa de aquel Banco. Si esto no se hiciera en Unidades Indexadas, yo no tendría 
inconveniente. Lo otro que se podría hacer es eliminarlo y, en todo caso, si se quiere corregir, que se haga 
luego por ley. Pero no me afilio a la redacción tal cual está ahora, sino a algo más restrictivo, es decir, a 
que intervenga el Poder Ejecutivo con un informe positivo del Banco Central, o a eliminarlo y que 
intervenga el propio Poder Legislativo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, la sugerencia del Senador Michelini sería expresar “El Poder Ejecutivo 
podrá modificar el límite máximo del seguro, previa...” 


SEÑOR MICHELINI.- Diría: “Facúltase al Poder Ejecutivo, previo informe positivo del Banco Central, a 
revisar vía mensual el límite máximo del seguro, a fin de mantener el valor real de la cobertura, cuando lo 
considere justificado.” Ya hay una corrección, no digo anual, sino mensual; entonces creo que estamos 


hablando de cuestiones matemáticas que luego una resolución administrativa del Banco Central las puede 
desencajar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Me parece que habría que excluir este inciso porque la Unidad Indexada se 
indexa mes a mes o, en caso de poner esa facultad, habría que hacerlo sin plazo, porque sería para una 
situación excepcional que no imagino. Honestamente, prefiero quitarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comparto lo que acaba de manifestar el señor Senador Sanguinetti en el sentido 
de que si le damos esa facultad al Poder Ejecutivo -que imagino la tiene- con el informe positivo previo del 
Banco Central, solamente es imaginable para una situación excepcional. Entonces, ni siquiera sé si es 
necesario establecer esa facultad al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Yo no la pondría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que el Poder Ejecutivo, frente a una situación excepcional, puede tomar 
esa decisión y, en este caso, no lo hará sin consultar al Banco Central o a pedido del propio Banco de 
Seguros del Estado. 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos estableciendo un régimen progresivo sobre elementos que varían 
constantemente; entonces, para qué vamos a facultar al Banco si el día de mañana podemos dictar otra ley 
y, además, la Unidad Indexada va a seguir subiendo. A su vez, todos los aseguradores han dicho que 
tienen fundado temor de que esto se desfinancie porque no se pueda controlar el hecho de que la gente 
efectivamente se asegure. Esta facultad parece estar destinada a subir más que a bajar. Me parece que 
esto viene en el sentido contrario porque estamos estableciendo elementos variables y una progresividad 
en aumento. Cabe aclarar que los montos no son tan chicos y que en otras circunstancias hay seguros 
que se pactan libremente entre las partes. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero aclarar que estamos considerando la redacción sugerida por quien habla. 


SEÑOR MOREIRA..- Esta redacción no contempla el caso de que existan varios damnificados, aspecto en 
el que hacía hincapié el señor Senador Abreu. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar que en este artículo es donde tenemos diferencias muy 
claramente expresadas -tal como acaba de manifestar el señor Senador Moreira- por el señor Senador 
Abreu y, en parte, por el señor Senador Gallinal. Diría que la discusión que se ha dado en todos estos 
años -participé en la discusión de un proyecto parecido a este, aunque no tan bueno, presentado por 
distintos grupos políticos y a iniciativa del Poder Ejecutivo anterior- fue en torno a la inseguridad de las 
aseguradoras para establecer el seguro. Si no lo implantamos, la gente no se va a sentir obligada a un 
seguro obligatorio, que debe existir para proteger a terceros damnificados. Me parece que acá hay una 
responsabilidad que, en determinado momento, tiene que ejercerse por parte del Poder Ejecutivo o del 
Legislativo; además, estaríamos cumpliendo con un pedido del Banco de Seguros del Estado en el sentido 
de que en primera instancia teníamos que votar toda la normativa con relación a un marco de seguridad en 
el tránsito vial, porque se trata de una autoridad que se tiene que asumir y que va a ser nuestra referencia 
de control en el Poder Ejecutivo, para que fiscalice. De esta manera, la gente se verá obligada a 
asegurarse. 


Entiendo que esto trae inseguridades, pero me parece que si no lo establecemos, la gente no lo va 
a hacer por propia voluntad. En la medida en que sea lo más amplio posible, se podrá bajar el seguro, que 
es el objetivo; tiene que estar al alcance de todos los bolsillos, de toda persona que tiene un rodado para 
trasladarse. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad, temo que esto funcione al revés; es decir, que suba. Lo importante es el 
contralor de todo esto. 


Entonces, no habría modificaciones en el sentido de contemplar la existencia de varios 
damnificados en un accidente, tal como lo expresó el señor Senador Abreu. 


SEÑOR MICHELINI.- Es imposible que se hagan esas contemplaciones porque todo seguro se maneja 
condicionado a cómo se va a cobrar la prima y, después, la cobertura. El que va a pagar, en realidad, no 
sabe cuánto tiene que abonar por accidente, ya que es imposible calcularlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo entendido que hay estadísticas. 


SEÑOR MICHELINI.- Por ejemplo, en lugar de seguirlo progresivamente hasta 250.000 Ul, se podría fijar 
esa cifra y, cuando haya más de cuatro casos, se aumente a 300.000 Ul. Eso daría seguridad jurídica en 
tanto no quedaría librado a que se resolviera en cada situación. 


SEÑOR BRECCIA.- El señor Senador Moreira ha reiterado una observación ya realizada por el señor 
Senador Abreu; voy a repetir por tercera vez la explicación que también di en esa oportunidad. 


No hay forma de hacer lo que se plantea; incluso estuvimos estudiando la legislación comparada 
y existe solamente una, la de Costa Rica -que me parece disparatada- que establece que la indemnización 
se debe cubrir por persona. Es imposible considerar una prima para un seguro que después va a tener una 
cobertura máxima, en este caso, absolutamente indeterminada. Por ejemplo, si establecemos 75.000 Ul 
por persona fallecida y en un accidente la cifra asciende a quince, estaríamos pagando más de 1:000.000 
de UI. Entonces, ¿qué prima le puedo cobrar a ese vehículo? Insisto, es absolutamente imposible y no hay 
forma de solucionar ese tema. De todas maneras, en homenaje a la seriedad de lo que planteó el señor 
Senador Abreu -lo manifesté al comienzo- voy a seguir estudiando algún tipo de solución durante estos 
días que nos quedan, antes de la aprobación definitiva de este proyecto de ley en el Cuerpo -si es que se 
aprueba, y espero que así sea- pero reitero que hasta el momento no he podido resolver esta situación 
seguramente por falta de capacidad. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que aquí falta información estadística y es muy difícil llegar a las cifras finales 
porque a veces no se cuenta con los datos necesarios. En ese sentido, el relevamiento casi nunca es 
exacto porque hay una cantidad de accidentes de tránsito que no se registran en ningún lugar. Por tanto, le 
tengo un enorme temor a esta norma porque, a mi juicio, mos movemos en un terreno a veces muy 
resbaladizo en el que ni los propios aseguradores se animan a dar números. Hace unos días leí cuánto 
saldría este seguro y nadie sabe bien a cuánto va a ascender, lo cual puede repercutir en el resto de las 
pólizas; ello va a depender del monto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que hay que tomar una decisión con respecto a este tema, porque debe 
ser la sexta sesión en la que estamos discutiendo sobre lo mismo. Pienso que la inseguridad a la que se 
aludía, la vamos a tener hasta que se empiece a aplicar, pasen dos o tres años, y la norma comience a 
asentarse. Considero, además, que cuando esto exista vamos a mejorar notoriamente el registro de 
siniestralidad. 


Actualmente tenemos en la institucionalidad un marco legal más claro, pero vamos a tener que 
instrumentar un registro mucho más claro por parte de los propios Gobiernos Departamentales en cuanto a 
la siniestralidad en cada uno de sus territorios. 


En definitiva, el artículo 8% que estamos considerando es el propuesto por el señor Senador 
Breccia. Habría que eliminar la referencia al Decreto 210/002 que figura en el primer inciso y, si los señores 
Senadores están de acuerdo, quitar el último inciso. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar ese texto por la afirmativa. 


(Se vota:) 


5 en 6. Afirmativa. 
Se pasa a considerar el artículo 16, que tampoco habíamos votado. 


En este caso había una sugerencia realizada por la AUDEA -Asociación Uruguaya de Empresas 
Aseguradoras- para eliminar el literal B). 


SEÑOR BRECCIA.- Entendemos inconveniente la eliminación de este literal. Pensamos que efectivamente 
la acción de repetición tiene que darse en los cuatro casos que están previstos en este artículo y eso 
incluye también aquellos vehículos que no tengan seguro en vigencia. 


Por lo tanto, lo que solicitamos es que se vote el artículo tal cual vino de la Cámara de 
Representantes. 


Lo que se entendía era que si un vehículo tenía un seguro vencido, no podía habilitar la 
repetición de las entidades aseguradoras contra el propietario. Sin embargo, personalmente considero que 
estamos ante la misma hipótesis de si el vehículo no está asegurado. Actualmente, si el vehículo no tiene 
su seguro en vigencia es exactamente lo mismo a que si no está asegurado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, se pasa a votar el artículo 16 con el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el artículo 19, que tiene un sustitutivo presentado por el señor Senador 
Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Este artículo sustitutivo, que reconocemos tiene una redacción excesivamente larga y 
muy factiblemente tengamos que subdividirlo, pretende atender una situación que es uno de los nudos 
gordianos en todas las legislaciones que prevén el seguro obligatorio: quién indemniza los daños causados 
en un accidente en las hipótesis previstas en este artículo y que se designan genéricamente con el nombre 
de “Coberturas especiales”. Se trata de los casos de vehículos no identificados, que carecen de seguro 
obligatorio o que fueron hurtados u obtenidos con violencia. En el proyecto original proveniente de la 
Cámara de Representantes se establecía un complejo mecanismo -dicho sea de paso, éste se mantiene- 
pero no se creaba -como había sugerido la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras- un Fondo de 
Indemnización de Coberturas Especiales. Realizamos las consultas del caso a todas las empresas 
aseguradoras, incluido el Banco de Seguros del Estado, y fueron contestes en aceptar la pertinencia de 
este mecanismo que hemos redactado el que, reitero, es excesivamente largo. Este prevé la creación de 
un Fondo de Indemnización de Coberturas Especiales administrado por la Unidad Nacional de Seguridad 
Vial, que se hará cargo parcialmente de las coberturas especiales previstas en el presente artículo en las 
proporciones que allí se indican. Los señores Senadores se preguntarán por qué se establece esto; 
porque, de alguna manera, se está acordando la responsabilidad de ese Fondo de Indemnización de 
Coberturas Especiales con la progresiva eficiencia de los mecanismos de contralor de este seguro. 


Por ello se establece que durante el primer año de vigencia de la presente ley, el Fondo abonará 
los dos tercios de las sumas correspondientes a coberturas especiales. Esto hace que el propio Estado 
prevea el necesario control del cumplimiento de este seguro obligatorio con mayor diligencia, en la medida 
en que en aquellos casos en que por alguna razón el seguro no cubre, se va a hacer cargo de los dos 
tercios de las sumas correspondientes a dichas coberturas especiales. Durante el segundo año pasa a 
abonar un tercio y el tercer año de vigencia de la ley, la totalidad de las sumas a abonar por esas 
coberturas especiales serán de cargo de la entidad aseguradora designada. Recién en ese tercer año 


volvemos al mecanismo original que estaba planteado en la ley conforme fuera aprobada por la Cámara de 
Representantes. 


Como es lógico, luego establecimos la integración de ese Fondo destinándole la totalidad de los 
recursos provenientes de las multas percibidas en virtud de las sanciones a que refiere la presente ley y, 
subsidiariamente, la contribución del Estado, con lo que volvemos a las tan recurridas Rentas Generales. 


La solución es novedosa, porque en el panorama del Derecho comparado es muy difícil ver este 
tipo de Fondo de Indemnización de Coberturas Especiales. Creemos que esto es justo y equitativo y, al 
mismo tiempo -por lo menos, en un principio- no sobrecarga a las entidades aseguradoras, al prever que 
en un primer momento de la vigencia de la ley, el Estado ponga toda su eficiencia en el contralor de la 
contratación del seguro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que el artículo 19 podría quedar tal como está, con las coberturas 
especiales. El artículo 19.1 sería la creación del Fondo e, incluso, el “nomen juris” podría ser “Creación del 
Fondo de Coberturas Especiales”; esta disposición iría hasta donde se hace referencia a los recursos que 
se le van a destinar. Luego tendríamos el 19.2, cuyo “nomen juris” sería “Recursos” y diría: “Al Fondo de 
Indemnización de Coberturas Especiales”, etcétera, “se destinará la totalidad de los recursos 
provenientes...”. A continuación estaría el artículo 19.3, con el “nomen juris” “Procedimiento”, que 
expresaría el resto, es decir, lo que le corresponde a la Superintendencia. De esta forma las disposiciones 
quedarían más claras. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece que a la señora Presidenta le gustan los acápites. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador. Creo que ayudan al Juez. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto al artículo 19.1, donde expresa “coberturas especiales previstas en el 
presente artículo”, debería decir “coberturas especiales previstas en el artículo anterior”. 


SEÑOR BRECCIA.- Si la señora Presidenta me permite, sugiero que votemos el artículo tal como está y 
luego lo dividamos, acordando exactamente cada uno de los términos, porque también hay otros aspectos 
que deberían ser corregidos en los últimos incisos. 


SEÑOR MOREIRA.- El tema de las coberturas especiales puede originar un terremoto porque, sobre todo 
los vehículos carentes de seguro obligatorio, son un problema de esta ley. Debemos lograr un contralor 
efectivo para que los vehículos se aseguren, ya que en el Uruguay el 50% no lo está. En el literal B) del 
artículo 19 tenemos un riesgo de un 50%, de modo que si no logramos el objetivo, el Fondo puede ser 
cuantioso. 


En ese sentido, quisiera saber si hicieron algún cálculo de probabilidades en contra. La idea es 
que el número de asegurados vaya creciendo, lo cual me parece correcto, pero ¿han hecho un cálculo 
hipotético sobre la situación? 


SEÑOR BRECCIA.- Hicimos consultas e, incluso, solicitamos la opinión a las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas, sobre la base de los siniestros ocurridos en el año y aquellos con daño a terceras 
personas, porque no hay que olvidar que este es una ley de seguro de responsabilidad civil obligatoria. 
Luego calculamos -lamentablemente, no tengo acá los números porque, de lo contrario, con mucho gusto 
se los proporcionaría al señor Senador- sobre la base del monto máximo del seguro del primer, segundo y 
tercer año, el 50% cubierto y el otro 50% no, y la cantidad de accidentes que se producen con daño a 
terceras personas, pensando, inclusive, en la posibilidad de que el daño a terceras personas fuera total, es 
decir, con muertes -digo esto porque no todos los accidentes producen muertes, a pesar de la gran 
cantidad de fallecidos en accidentes de tránsito- y no daba una suma extraordinaria que pudiera complicar 
el mecanismo de creación de este Fondo. De lo contrario, no estaríamos colocando al Estado en la 
situación de cubrir en una primera instancia los dos tercios del costo. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo recordar que la estimación realizada por las compañías de seguros nucleadas 
en AUDEA era que el costo de cada seguro, por lo menos era de un promedio de US$ 198. ¿Puede ser? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Ocurre que aquí estamos en otro tema, pero también existe el informalismo vial. 


La Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras había propuesto destinar el 20% del 
impuesto sobre las primas de la rama automóviles como recurso, a propósito de lo cual me gustaría recibir 
una explicación por parte del señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- Ese aspecto fue consultado con el Banco de Seguros del Estado el que, a su vez, 
realizó su propia consulta, porque al parecer este impuesto sobre las primas de la rama de automóviles fue 
suprimido por la reforma tributaria. No quiero dar una opinión terminante al respecto, pero creo que fue por 
esa razón que se eliminó este 20%. Tengo entendido que si no fue suprimido, está en vías de ello; no se 
quería contar con un recurso que no es tal, ya que después no se haría efectivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera destacar dos aspectos. Por un lado, si esta medida resulta exitosa, el 
seguro contra terceros e, incluso, el seguro por cobertura total en la parte que implica seguro contra 
terceros, va a bajar; si todos pagamos, reitero que ese seguro va a bajar, lo que no es algo menor. Tal 
como está armado el sistema, a las aseguradoras les interesa esta cuestión, y luego de votada la ley - 
aunque puedan negarse- habrán de remar hasta llegar a la otra orilla. Por otro lado, es cierto que puede 
haber cálculos que luego la realidad determinará si son exactos, bien precisos o si todavía necesitan 
corrección. Pero lo cierto es que, una vez que se ha producido un accidente y habiendo una lesión a un 
tercero ajeno a la situación -o, inclusive, una muerte- el seguro va a actuar y va a existir una cobertura. 
Esto constituye un paso de gigantes, porque hoy depende de si la persona tiene un seguro o un patrimonio, 
pero en este caso, ese tercero, o su familia, va a tener un beneficio. Entonces, por ahí aparece una mejora 
importante, ya que frente a la situación de hoy, esto termina siendo un paraíso. Es posible que después 
haya que hacer ajustes, poner un monto más restrictivo, o quizás el último año no sea tal como está 
planteado en este proyecto de ley. Sin embargo, inclusive con esas modificaciones, un seguro contra 
terceros obligatorio va a ser notoriamente mejor a la anarquía de hoy en día. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 19 in totum, tal como 
propuso el señor Senador Breccia. Se votará todo este texto y después se le dará una mejor separación en 
distintos artículos para elevarlo al Plenario, donde se lo considerará. 


(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el artículo 22, que incluye algunas propuestas sugeridas por la Asociación 
Uruguaya de Empresas Aseguradoras, con relación al texto enviado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR BRECCIA.- Para los artículos 22 y 23 sugerimos mantener su redacción tal como fue enviada por 
la Cámara de Representantes. Nos referimos concretamente a estos artículos porque sabemos que 
contienen modificaciones aportadas por AUDEA. Sin perjuicio de ello, existe una referencia en la 
modificación de AUDEA al artículo 22, que en su inciso segundo establece la multa equivalente al importe 
promedio del costo cuyo destino será el Fondo de Indemnización de Coberturas Especiales a que refiere el 
artículo 19. Nosotros entendemos que, en la medida en que hemos modificado el artículo 19, por el que se 
crea el Fondo de Indemnización de Coberturas Especiales y le adjudicamos, como uno de sus recursos, el 
producido de la multa, la modificación del artículo 22 sería procedente. 


La otra modificación que sugiere AUDEA, en la segunda oración del primer párrafo dice: “No 
obstante, por razones de seguridad vial o de preservación de la integridad física de las personas,” etcétera. 
En realidad, se establecen condiciones para la posibilidad de autorizar por única vez el desplazamiento 
precario de un vehículo. Si bien creo que es mejor la redacción original de la Cámara de Representantes, 
ésta es buena en cuanto limitaría la facultad de la autoridad competente establecida en el otro párrafo. 


SEÑOR MOREIRA.- La expresión “desplazamiento precario”, ¿quiere decir que se da la posibilidad de 
circular? 


SEÑOR BRECCIA.- En realidad, en este artículo estamos considerando un mecanismo -que vimos 
interesante en el Derecho comparado- por el que en caso de una infracción de este tipo, es decir, un 
vehículo automotor que circule sin seguro obligatorio, se busque la posibilidad de establecer una prenda 
preceptiva sobre el vehículo. De todas maneras, es un mecanismo que me gustaría analizar porque si la 
movilización del vehículo es absolutamente indispensable, habría que darle a éste la posibilidad de realizar 
un desplazamiento precario. Pero como dice el señor Senador Moreira, es una adjetivación a la que no le 
vemos mucho sentido; en realidad, sería el desplazamiento por única vez, tal como dice la norma. Supongo 
que esto se ha traído de textos de legislaciones comparadas donde se autoriza el desplazamiento por 
única vez para que, si un vehículo es detenido en determinado lugar donde no puede quedar parado, se le 
permita desplazarse cien metros para que no obstaculice la circulación. Pienso que debe ser algo por el 
estilo. 


De todas maneras, creo que se podría afinar la redacción de este artículo, pero en este 
momento, lamentablemente, no tengo una alternativa. 


En principio, creo que sería buena cosa votar el artículo tal cual viene de la Cámara de 
Representantes, con la modificación sugerida por AUDEA. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Esto supone un secuestro o depósito por una medida de corte administrativo, o es 
necesario un procedimiento con orden judicial? De acuerdo con el artículo siguiente, el control de los 
infractores -que es este caso- sería del Ministerio del Interior y de las Intendencias Municipales. En los 
hechos, ¿cómo se operaría? ¿Un inspector municipal le dice al conductor que lleve el coche al corralón 
municipal? ¿O el funcionario del Ministerio del Interior le dice que lo lleve al Estadio Centenario o a la 
Guardia de Coraceros? Este no es un tema menor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador: se actuaría tal como se opera en la actualidad. Hay 
determinadas zonas o playas de estacionamiento donde el Ministerio del Interior o la Intendencia llevan los 
coches en infracción, es decir, cuando sus propietarios no han pagado la patente o circulan sin luces. Si la 
institucionalidad tiene que desarrollar lugares especiales para dejar los vehículos, lo hará. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: el control de la patente no implica el secuestro del vehículo. Le 
aseguro que si a todos los que deben patente le secuestran su vehículo, van a existir serias dificultades 
para ubicarlos. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Qué sucede cuando a alguien se le da una autorización especial y tiene un 
accidente donde muere o se afecta a un tercero? No sé si esos casos no habría que incluirlos en las 
coberturas especiales. Me refiero a un vehículo no identificado, a uno carente de seguro obligatorio, a uno 
hurtado u obtenido a través de la violencia, o uno con autorización especial. 


De lo contrario, ¿quién se hace cargo de eso? ¿El Estado? Pongamos dos casos; en el primero, 
hay que hacer un desplazamiento desde el lugar donde el vehículo está detenido, o sea que el propietario 
ya lo dejó y hay que trasladarlo de un depósito a otro, o a un remate. Entonces, el Estado uruguayo otorga 
a una Intendencia o a una compañía aseguradora el permiso para que ese vehículo circule. ¿Quién se 
hace cargo si sucede algún hecho como el que mencioné? El otro ejemplo puede ser que, a raíz de la 
construcción de una represa, se necesiten camiones que van a circular por una única vez, se les da una 
autorización especial y ocurre un accidente. ¿Quién se hace cargo? 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que tenemos que tener conciencia y confianza en nuestra condición de 
Legisladores. 


En primer lugar, tenemos que ser conscientes de que lo que estamos tratando de solucionar es 
un problema dramático, porque las situaciones que se producen en este país con vehículos que circulan sin 
seguro obligatorio, nos transforman en un país no del tercer mundo, sino del cuarto mundo. Y es 
lamentable. 


En segundo término, debemos admitir que estamos tratando de solucionar un problema que 
viene arrastrándose desde hace años con proyectos de ley de toda clase y que nunca se termina de 
solucionar. 


En tercera instancia, tenemos que confiar en que esta legislación va a operar el efecto que 
queremos, o sea, que el 100% de los vehículos circule con seguro obligatorio, tal como hoy debería ser; 
todos los vehículos tendrían que tener un seguro obligatorio de responsabilidad civil, pero no todos lo 
tienen. 


En ese sentido, esta es una ley muy fuerte, y no me cabe la menor duda de que la sanción 
establecida del secuestro y depósito a cargo del infractor es dura. Pero, a mi entender, si no establecemos 
sanciones duras, nos pasamos para el lado de la objeción que se ha hecho a la ley, la de no estar 
controlando debidamente. Por consiguiente, la ley cae. 


Entonces, es clarísimo que a los vehículos que circulan sin seguro obligatorio, la autoridad debe - 
en el 99,99% de los casos- secuestrarlos y depositarlos, a cargo del tenedor. Luego se establecerá en la 
reglamentación que transcurridos seis meses sin retirarlos se llevarán a remate, agregándose la multa 
correspondiente. 


Por otra parte, debemos cobrar conciencia, de una vez por todas, de que sin un seguro 
obligatorio que cubra los daños que podamos ocasionar a terceras personas, los vehículos no pueden 
circular. Nos hemos cansado de decir que un vehículo es un arma de fuego, o peor aun. Francamente, 
pienso que no nos tiene que temblar el pulso al establecer estas sanciones porque es la única forma de 
que la ley funcione. 


Con respecto a la observación realizada por el señor Senador Michelini en cuanto a la posibilidad 
de que el vehículo autorizado a circular en condiciones precarias pueda ocasionar algún accidente, aquí 
estamos diciendo que la autoridad competente podrá autorizarlo por única vez, estableciendo las 
condiciones para ello. Si establecidas las condiciones, el vehículo ocasiona un accidente, obviamente es el 
Estado el que va a tener que cubrir porque la responsabilidad es suya. Un funcionario estatal otorgó la 
autorización en determinadas condiciones y si el accidente se produce por culpa de ese vehículo -si 
efectivamente hay culpa, porque si alguien se tira delante del vehículo, no habría responsabilidad del 
Estado- el funcionario que lo autorizó representando al Estado, lo hará responder. En caso de que el 
funcionario lo haya autorizado con dolo -por ejemplo, mediando alguna recompensa económica- el Estado 
podrá ir contra el funcionario. Así es como funcionan las cosas en un Estado serio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22 teniendo en cuenta 
la propuesta realizada por el señor Senador Breccia, que es la siguiente. El primer inciso quedaría tal como 
se aprobó en la Cámara de Representantes, aunque no quedan claras las acotaciones que hace la 
AUDEA. Para el segundo inciso tomaríamos el agregado sugerido, que se compadece con la creación del 
Fondo, y el tercero quedaría igual. 


(Se vota: ) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 23, con respecto al cual hay un agregado presentado por AUDEA. 


SEÑOR BRECCIA.- Simplemente quiero decir que considero que el agregado es correcto. 


SEÑOR MOREIRA..- Estoy de acuerdo con el señor Senador Breccia. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que se cambie la expresión “el artículo 22” por “el artículo anterior” para 
que cuando se vuelva a numerar quede en forma correcta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 23 con las modificaciones propuestas por AUDEA y por 
el señor Senador Michelini. 


(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde volver a considerar el artículo 25, con respecto al cual el señor Senador Breccia ha 
presentado un sustitutivo. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 25 aprobado por la Cámara de Representantes, establece: “Las oficinas 
competentes deberán controlar que los vehículos se encuentren asegurados desde los tres años anteriores 
al trámite que se pretenda efectuar”, pero no prevé el caso de los vehículos nuevos. Obviamente, si deben 
estar asegurados desde tres años anteriores al trámite que se pretende efectuar, un vehículo cero kilómetro 
no tiene esa antigúedad. Entonces, en esta modificación que proponemos, estamos previendo esa 
circunstancia, agregando en el primer párrafo que ese control deberá realizarse, salvo el caso de vehículos 
nuevos o con antigúedad menor a dicho lapso. En ese caso, establecemos que la vigencia del seguro 
deberá controlarse desde el empadronamiento original. Ahora bien, ¿qué sucede cuando una persona va a 
realizar un determinado trámite y no puede acreditar que el vehículo haya estado asegurado durante los 
tres años anteriores? No se previó una solución para estos casos. Entonces, proponemos que en caso de 
no poderse acreditar por parte del interesado la existencia del seguro obligatorio previsto en la ley, durante 
el plazo referido de tres años, de cualquier manera se podrá proceder a la realización del trámite, mediante 
el pago de una multa equivalente al importe promedio del costo de mercado del seguro referido en esta ley. 
Aclaro que se trata de la misma multa que se aplica para el caso de que un vehículo circule sin seguro. 
Esto permite habilitar trámites en los casos en que los vehículos no hayan estado involucrados en ningún 
tipo de accidente pero, al mismo tiempo, también permite establecer la sanción o la multa correspondiente, 
puesto que es en ese momento que se constata la infracción. 


SEÑOR MICHELINI.- Me pregunto qué sucede cuando la ley todavía no tiene tres años de haber sido 
aprobada. No estoy seguro de que podamos pedirle a la gente que justifique un seguro tres años hacia 
atrás cuando, por ejemplo, la ley fue votada hace seis meses. 


SEÑOR BRECCIA.- Eso no está previsto. 


SEÑOR MICHELINI.- A su vez, puede suceder que luego de diez años de aprobada la ley, alguien vaya a 
empadronar un auto a otro departamento y al pedirle la documentación diez años para atrás, se advierta 
que tuvo cinco dueños. En ese caso, el plazo de tres años parece razonable. Esto permitiría evitar que 
alguien que tiene que hacer un trámite y no está asegurado empadrone el auto un día antes. Para eso se 
establece el plazo de tres años que afirma la idea de que el colectivo paga. Queda claro que estoy de 
acuerdo con los tres años con relación a los autos nuevos y, además, creo que tendría que agregarse que 
comienza a regir desde la vigencia de la ley. Es evidente que cuando la ley comience a regir, no todos los 
vehículos tendrán seguros con una antigúedad de tres años porque no era obligatorio. Puede darse el caso 
de que alguien compre ahora un vehículo que no haya estado asegurado durante los tres años anteriores y 
eso no se puede exigir al dueño anterior puesto que no era obligatorio. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo la siguiente redacción para el artículo 25: “Las oficinas competentes 
deberán controlar que los vehículos se encuentren asegurados desde la vigencia de la presente ley o, en 


su caso, desde los tres años anteriores al trámite que se pretenda efectuar. Para el caso de vehículos 
nuevos o de antigiedad menor a dicho lapso deberán controlar la vigencia del seguro desde el 
empadronamiento original”. 


SEÑOR BRECCIA.- Creo que sería mejor establecer: “Para el caso de vehículos nuevos o de antigiedad 
menor a dicho lapso deberá controlarse la vigencia del seguro desde el empadronamiento original”. 


SEÑOR MICHELINI.- Tal vez se debería establecer: “transcurridos tres años de la vigencia de la presente 
ley”, porque prefiero que el texto sea extenso pero más claro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo lo redactaría usted, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Diría: “Las oficinas competentes deberán controlar que los vehículos se encuentren 
asegurados desde la vigencia de la presente ley. Transcurridos tres años”, etcétera. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR MOREIRA.- Se podría agregar: “Transcurridos tres años de la vigencia de la misma se controlará 
hasta ese término”. De todos modos habría que redactarlo de manera adecuada. 


SEÑOR BRECCIA.- Tal vez la redacción podría ser la siguiente: “Transcurridos tres años desde dicha 
fecha deberá efectuarse el contralor de la vigencia del seguro durante los últimos tres años” -o de los 
últimos tres años- “anteriores al trámite que se pretenda efectuar”. Luego, continuaría: “Para el caso de 
vehículos nuevos o de antigúedad menor a dicho lapso deberá controlarse la vigencia del seguro desde el 
empadronamiento original”. 


SEÑORA LÓPEZ.- El inciso segundo debería establecer: “Para el caso de vehículos nuevos o de 
antigúedad menor a dicho lapso deberá controlarse la vigencia del seguro desde el empadronamiento 
original”. 


El inciso tercero diría: “De no poderse acreditar por parte del interesado la existencia del seguro 
obligatorio previsto en la presente ley durante el plazo referido en este artículo, se podrá proceder a la 
realización del trámite de que se trate mediante el pago de una multa equivalente al importe promedio del 
costo de mercado del seguro referido en esta ley”. De esta forma eliminamos la reiteración de la palabra 
“caso”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase por Secretaría el artículo 25 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 25.- Las oficinas competentes deberán controlar que los vehículos se encuentren 
asegurados desde la vigencia de la presente ley. Transcurridos tres años de dicha fecha deberá efectuarse 
el contralor de la vigencia del seguro durante los tres años anteriores al trámite que se pretende efectuar. 


Para el caso de vehículos nuevos o de antigúedad menor a dicho lapso, deberá controlarse la 
vigencia del seguro desde el empadronamiento original. 


De no poderse acreditar por parte del interesado la existencia del seguro obligatorio previsto en la 
presente ley durante el plazo referido en este artículo, se podrá proceder a la realización del trámite de que 
se trate mediante el pago de una multa equivalente al importe promedio del costo de mercado del seguro 
referido en esta ley”. 


-Creo que esta redacción cubre todas las preocupaciones que teníamos. 


Corresponde que votemos, en primer lugar, la reconsideración de este artículo, porque ya lo 
habíamos aprobado. 


(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 25 con las modificaciones propuestas. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Propongo que el señor Senador Breccia sea el miembro informante de este proyecto de ley. 


Si no recuerdo mal, el señor Senador Sanguinetti había mencionado que para la próxima sesión 
teníamos prevista la invitación a la Directora de Derechos Humanos por el tratamiento de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. Si ella pudiera concurrir ese día, podríamos recibir esa visita. De no ser 
así, continuaríamos con el análisis del proyecto de ley de adopción. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 48 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


